Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 17 minutos) 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado da la bienvenida a la delegación 
de la Asociación de Escribanos del Uruguay, quienes han concurrido para dar su opinión sobre un 
proyecto de ley presentado por quien habla y que fue remitido, a través de la Secretaria, a dicha 
institución, relacionado con la Ley N* 18.187. 


La Asociación de Escribanos del Uruguay está representada en la tarde de hoy por los 
escribanos Sara Castro -en su carácter de Presidenta- Juan Martín Álvarez, Mercedes Azar y Pablo 
López. 


SEÑORA CASTRO.- Muchas gracias por habernos recibido en el día de hoy -nosotros ya nos 
conocíamos con el señor Senador Mujica- para trabajar sobre este tema. Ya fuimos convocados en la 
Comisión respectiva de la Cámara de Representantes para exponer sobre los posibles inconvenientes 
que podrían presentar los artículos que se reformaron de la Ley N* 11.029. 


No me voy a explayar mucho sobre el tema a fin de que mis compañeros puedan hacer uso 
de la palabra, sobre todo los escribanos Azar y López, que son los técnicos designados para integrar la 
Comisión Especial. 


Quiero reiterar nuestro espíritu de colaboración y apertura con el Parlamento, con el que ya 
tenemos un convenio relativo a los aportes que podamos hacer desde nuestro lugar gremial y con la 
finalidad de evacuar dudas. 


Si la Comisión está de acuerdo, solicitaría al escribano Álvarez, que es oriundo de San José - 
quien habla es de Tacuarembó, por lo que casi todos somos del interior- para que brinde su visión 
sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- La modificación de la Ley N* 11.029, en la redacción dada por la Ley N* 18.187, 
se centra, fundamentalmente, en el artículo 70, que es al que voy a hacer mención. 


Este artículo contiene disposiciones que desconocen derechos adquiridos por propietarios 
que compraron tierras bajo la vigencia de las leyes anteriores a la número 11.029, que es la que creó el 
Instituto Nacional de Colonización. Esas leyes establecían un régimen de adjudicación de tierras por 
parte del Estado así como el régimen de su enajenación. La colonización que hizo la Sección Fomento 
Rural del Banco Hipotecario del Uruguay antes de la creación del Instituto Nacional de Colonización no 
establecía las limitaciones al principio de propiedad, tal como lo hace la Ley N* 11.029. 


El inciso segundo del artículo 70, en su redacción actual -o sea, la dada por la Ley N* 18.187- 
establece: “Toda enajenación, gravamen o subdivisión, o la cesión en cualquier forma de disfrute, debe 
hacerse con la autorización previa del Instituto Nacional de Colonización (INC) aun en el caso en que el 
colono haya satisfecho integramente sus obligaciones y cualquiera fuere la procedencia dominial de las 
fracciones a que refieran, aun las provenientes del Banco Hipotecario del Uruguay, escrituradas o no”. 


Por consiguiente, de acuerdo con la redacción actual, estarían comprendidas, dentro de la 
necesidad de solicitar autorización al Instituto, las operaciones de enajenación, gravamen o 
subdivisión, o la cesión en cualquier forma de disfrute, no solo de las fracciones de colonias 
provenientes de la Sección Fomento Rural -entendemos que antes no estuvieron- sino de cualquier 
forma de colonización, incluso las privadas. Por más que el Instituto diga que no está en su espíritu que 
las colonias privadas entren en la ley, creemos que con la actual redacción sí se incluiría la 
colonización privada, que es muy anterior al Instituto Nacional de Colonización. Se trata de parcelas 
que fueron adquiridas por particulares, con anterioridad a la Ley N* 11.029, que se han vendido y se 
han partido, fraccionado, hipotecado y rematado por más de setenta años en forma totalmente libre. 


Reitero que me refiero a la colonización anterior a la Ley N* 11.029. Como decía, se han 
vendido en forma totalmente libre, no por decisión unilateral de los propietarios, sino porque estaban 
regidos por sus propias normas. El fundamento para dicha práctica radicaba en que, si bien la 
experiencia colonizadora estatal -hasta ese momento a cargo del Banco Hipotecario del Uruguay- 
había surgido con anterioridad en nuestro país, la nulidad del artículo 70 refería solamente a los actos 
celebrados a partir de la Ley N* 11.029, que la consagró. Esto significa que no tenía efecto retroactivo. 


Atento a lo señalado precedentemente, entendemos que debe modificarse el texto legal 
aprobado en noviembre pasado excluyendo a las fracciones que hubieran sido objeto de colonización 
con anterioridad a la Ley N* 11.029. 


También corresponde dejar en claro que estamos totalmente de acuerdo en que, en lo que 
respecta a la colonización a partir de esa ley, se debió pedir la correspondiente autorización. El hecho 
de que en algunos casos particulares no se haya solicitado, solo indica una patología de la práctica 
notarial; pero lo que nunca estuvo dentro de la Ley N* 11.029 no puede estar ingresando por esta otra 
con efecto retroactivo. 


Otra problemática, a la que más adelante se va a referir desde el punto de vista técnico la 
escribana Azar, tiene que ver con las dificultades de determinación de los bienes afectados a los fines 
de la ley. Como se ha señalado, el artículo 70 de la Ley N* 11.029 en la redacción dada por la Ley 
N“ 18.187 dispone la nulidad de pleno derecho de toda enajenación, gravamen o subdivisión. Esta 
grave sanción legal obliga a los operadores jurídicos que se propongan celebrar negocios sobre 
propiedad legal, a determinar con precisión si los predios objeto de tales acuerdos se encuentran o no 
comprendidos en el citado régimen. Cuando viene alguien a vender una parcela, para saber si está 
sujeta a la Ley N* 11.029, hay que ver si está comprendida por ella y, por tanto, se deberá saber si 
alguna vez fue colonia del Instituto o si fue una colonia anterior del Banco Hipotecario del Uruguay. En 
una palabra, existe la necesidad de determinar con certeza si un bien está o no sometido a la Ley 
N* 11.029 o si está o no afectado por esa disposición. Me acota la escribana Castro que nosotros 
estuvimos en el Instituto Nacional de Colonización para saber qué opina sobre estos aspectos. 


Brevemente, quiero terminar refiriéndome a la convalidación de títulos que establece el inciso 
sexto de este artículo de la Ley N* 18.187, que posibilita la convalidación ¡pso jure de todas las 
nulidades que dicen los contratos celebrados sin la autorización previa del Instituto Nacional de 
Colonización, como forma de subsanar todo lo que viene de atrás sin autorización y empezar de aquí 
en más con una legislación más severa, y que se cumpla. Esta convalidación que podría darse por la 
misma ley, y sin necesidad de cumplir con la registración, requiere un trámite administrativo, porque la 
norma la ha establecido ante el Instituto Nacional de Colonización. Más allá de que nosotros 
entendamos que esto no era necesario, nos interesa alertar a los señores Senadores en cuanto a que 
sólo quedan cuatro meses -el plazo es hasta el 2 de noviembre- para que se realice el registro que 
marca la Ley N* 18.187. Si esto no se hace, está prevista una multa del 25% del valor real de Catastro 
y debo aclarar que hay muchos colonos que desconocen la existencia de la ley. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Heber Da Rosa) 
SEÑOR MUJICA.- Entonces lo primero es establecer una prórroga. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Obviamente, nuestra intención no es decirle al Parlamento lo que tiene que hacer, 
pero sí debemos dar una opinión al respecto. Comparto plenamente lo expresado por el señor Senador 
Mujica en el sentido de que si existe la posibilidad de discutir el tema para determinar si puede haber 
un error, sería bueno prever una prórroga. Aclaro que no digo todo esto sentado en un sillón en 
Montevideo, porque estoy ejerciendo en el interior y, además, tengo conocimientos sobre el tema de 
los colonos. Sin ir más lejos, el martes pasado estuve en una reunión con colonos en la zona de 
Libertad y puedo informarles que no conocían la existencia de esta ley. Además he tenido la 
oportunidad de estar en departamentos como Paysandú y Soriano -donde se han movilizado mucho- 
en los que también hace poco tiempo que se enteraron de todo esto, porque los escribanos 
comenzaron a llamarlos para informales que debían hacer este trámite, para que no tuvieran que reunir 
toda la documentación el último día. Simplemente pretendo transmitir el alerta del ciudadano de a pie 
que, como dije antes, no tiene idea de que existe esta norma. Está claro que la ignorancia de la ley no 


sirve de excusa, pero la realidad es que los productores no conocen esta disposición y solamente 
faltan cuatro meses para que venza el plazo y se aplique la sanción del 25% del valor de Catastro. 


SEÑOR LAPAZ.- En el día de ayer, junto con el señor Senador Heber, presentamos una minuta de 
comunicación al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, solicitando una prórroga de seis 
meses para el vencimiento del plazo. Es bueno recordar que la reglamentación del artículo 70 exige 
que los propietarios de fracciones que formen las colonias afectadas al Instituto Nacional de 
Colonización deben registrar sus títulos de propiedad antes del 2 de noviembre de 2008 o hasta el 1? 
de noviembre de 2009, pagando una multa de un 25% del valor real vigente fijado por la Dirección 
Nacional de Catastro. Hay que tener en cuenta que para proceder al registro se requiere de una serie 
de documentos y estudios previos bastante extensos y complejos y, por eso, hemos solicitado al señor 
Ministro que se adopten las medidas necesarias, a los efectos de prorrogar en seis meses el plazo 
establecido en dicho artículo. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Además de la multa, luego de los doce meses siguientes la ley determina el 
retorno de los bienes al Instituto. Si bien este es un tema que se ha discutido, al dar una prórroga, 
estas consecuencias tan nefastas para los colonos también se verían aplazadas. 


SEÑORA AZAR.- Mi colega dijo que mi exposición iba a ser muy técnica y yo digo que será muy 
práctica. 


Es recurrente el hecho de que las leyes se aprueban pero no se pueden aplicar. Para 
nosotros eso es frustrante, porque vivimos hablando de las distintas doctrinas y de posiciones 
doctrinarias. Puedo imaginar que también debe serlo para ustedes, dado que elaborar todo esto implica 
un gran esfuerzo y, además, luego de que la norma existe, es ineficaz. Hasta ahora teníamos la Ley N* 
11.029, en la que todos nos apoyábamos y que era realmente eficaz, pero lamentablemente la Ley N* 
18.187 peca de inconstitucional y, además, no puede ser aplicada. 


Filosóficamente, estamos de acuerdo con esta iniciativa referente al Instituto Nacional de 
Colonización. Aquí no vamos a discutir filosófica ni políticamente esta norma, pero sí queremos que el 
Instituto cumpla con su función colonizadora; no obstante, mediante este proyecto de ley no lo va a 
poder hacer, porque es prácticamente imposible. Tampoco lo puede hacer porque carece de los medios 
para ello. 


En realidad, para otorgar todas estas potestades al Instituto, es necesario darle los medios 
que le permitan actuar. ¿Cuál es el problema del proyecto de ley? Los operadores jurídicos queremos 
proteger los derechos de los colonos y del hombre de campo, que piensa que es propietario y no lo es, 
porque esta norma retrotrae sus efectos a las colonias que vienen desde el Banco Hipotecario del 
Uruguay. A tales efectos, estamos discutiendo acerca de si el año a tener en cuenta es 1889 ó 1921. 
Señor Senador Mujica: usted que habla de la burocracia que existe para vender un inmueble, ¿se 
imagina que tengamos que estudiar los títulos de un bien desde 1889? Eso es espantoso. 


SEÑOR MUJICA.- Es feudal. 


SEÑORA AZAR.- En efecto, es totalmente feudal; pero esa es la realidad, porque la norma dice que si 
fue colonia en ese período y nosotros concretamos el negocio, la escritura es absolutamente nula; y 
todo eso dejando de lado nuestra responsabilidad solidaria o subsidiaria, que ya sería lo de menos. 


SEÑOR MUJICA.- ¿Y qué sucede con las colonias que se vendieron antes? 


SEÑORA AZAR.- A partir de 1948, resulta claro que había que pedir autorización. Algunos no la 
pidieron y, frente a eso, ¿qué posibilidad brinda esta norma? La iniciativa permite que la persona se 
presente ante el Instituto Nacional de Colonización con los títulos, para que este convalide de pleno 
derecho su situación. Ahora bien, ¿se imaginan qué va a decir el hombre de campo, que está arriba del 
caballo trabajando o que está ordeñando la vaca, cuando sepa -si se entera- que tiene que traer sus 
títulos al escritorio para que revisemos si su inmueble fue alguna vez una colonia? Recuerden que hay 
colonias que ya no existen como tales, como por ejemplo el balneario Las Cañas. 


Frente al proyecto de ley, ¿cuál es nuestra propuesta? Ya que mediante un trámite 
administrativo el Instituto Nacional de Colonización va a subsanar las situaciones, sugerimos que lo 
haga de pleno derecho. Sabemos que el Instituto necesita registrar las colonias, precisamente porque 
no tiene un registro. Estuvimos con ellos y sabemos que esto les genera un problema, pues no 
disponen de los medios necesarios. A tales efectos, les ofrecimos la infraestructura de la Asociación de 
Escribanos y de la Dirección General de Registros para apoyarlos, darles medios y colaborar con 
recursos humanos. Sabemos que no cuentan con un registro que les permita decirnos si tal o cual 
padrón es una colonia o no. A la vez, sería bueno que se comunicara la existencia de las colonias a la 
Dirección General de Registros, a fin de que cuando uno vaya a escriturar pida un certificado y allí 
conste que tal padrón es una colonia. 


Estas son las cosas que a veces hacen que estas iniciativas, que desde el punto de vista 
filosófico son buenas, se vengan abajo, precisamente, por ser inaplicables desde el punto de vista 
práctico. 


En síntesis, ya hemos hablado con los representantes del Instituto Nacional de Colonización, 
con quienes vamos a reunirnos para reglamentar no los aspectos de fondo de la iniciativa, que deben 
ser modificados por ley, sino los puntos que les permitan poner en práctica soluciones para terminar 
con este caos legislativo. 


SEÑOR LÓPEZ.- Antes que nada, quiero agradecer a los integrantes de la Comisión por habernos 
recibido. 


Voy a ser breve, porque mis compañeros ya han hablado de los aspectos medulares de este 
proyecto de ley. Quiero referirme a un punto del que hablamos el martes pasado con los miembros del 
Directorio del Instituto Nacional de Colonización. Este proyecto, de algún modo, cambia las reglas de 
juego y lo hace de un modo bastante grave en lo que tiene que ver con la seguridad jurídica ya que, 
como bien decía la escribana Azar, no deja de ser retroactivo. Y lo peor, lo más grave es que establece 
la nulidad de pleno derecho, es decir, la nulidad absoluta. Esto, desde el punto de vista jurídico, nos 
acarrea un gran problema porque no sabemos -de no ser por el estudio de títulos- si una fracción o una 
parcela perteneció a una colonia. Como también ha manifestado la escribana Azar, tendría que 
retomarse a las colonias privadas. El Instituto Nacional de Colonización entiende, por ejemplo, que las 
colonias privadas no entran en esto pero, lamentablemente, eso no es lo que dice la ley, porque el 
segundo inciso del artículo 70 establece que “cualquiera fuere la procedencia dominial de las 
fracciones a que refieran, aun las provenientes del Banco Hipotecario”, etcétera. Claramente, este 
vocablo “aun” no excluye a las colonias privadas. 


Entonces, si hiciéramos un estudio exhaustivo -que es lo debemos hacer, ya que la sanción 
es la nulidad absoluta del negocio- eso implicaría un grave problema en lo que tiene que ver con el 
tráfico jurídico en cualquier tipo de negocios y que tengan que ver con campos a nivel del país. 


Otra cuestión de la que también estuvimos conversando es la que tiene que ver con afinar un 
poco los términos que, para nosotros, como escribanos y operadores jurídicos, son muy importantes. 


Hablando con la gente del Instituto Nacional de Colonización, nos pusimos a sus órdenes 
para, inclusive, conformar alguna Comisión para que, de alguna manera, se pueda -más allá de 
cambiar algunos aspectos de la iniciativa- hacer una reglamentación bastante precisa de lo que es 
esta ley ya que, al igual que la Ley N* 11.029, limita los derechos de los privados. Nadie discute esta 
filosofía pero, como dije, se limita el derecho de ejercicio de propiedad de los privados, por lo que para 
nosotros, como operadores jurídicos, sería muy importante contar con una reglamentación que de 
alguna manera nos especificara bien el alcance de algunos términos o de lo que estamos tratando. Un 
ejemplo claro de esto es el artículo 35, que dice: “antes de enajenar un campo”, etcétera. ¿Qué es un 
campo? ¿Qué entendemos como campo? ¿El establecimiento rural? ¿El padrón? ¿La parcela? El 
Instituto Nacional de Colonización tiene su punto de vista al respecto, pero la ley deja este aspecto, de 
alguna manera, librado a interpretaciones. A nosotros, como operadores jurídicos que debemos llevar 
adelante una titulación, esto nos afecta y pensamos que no se debería dar lugar a interpretaciones. 


A su vez, el mismo artículo 35 cambió el concepto de venta por el de enajenación, que es 
muy amplio. ¿Qué se incluye en ese concepto de enajenación? Si lo tomamos en su sentido amplio, 
podemos incluir en él compraventas, permutas, donaciones, adjudicaciones en pago y todo lo que 
tenga que ver con una traslación del dominio de un patrimonio hacia otro. A este respecto también 
hablamos con el Instituto Nacional de Colonización, que tiene su criterio en este sentido. 


Estos serían, entonces, aspectos muy importantes para nosotros desde el punto de vista de 
la reglamentación e, inclusive, para incluir en la propia ley a los efectos de poder trabajar con 
tranquilidad y de que sea aplicable, como bien decía la escribana Azar. 


Asimismo, pensamos que también habría que afinar otros términos. Por ejemplo, el citado 
artículo 35 habla de enajenaciones forzosas pero, en realidad, hemos discutido esto y pensamos que la 
intención no es que se haga referencia a las enajenaciones forzosas sino a las enajenaciones 
forzadas, que es cuando tiene lugar un remate. Tal vez estoy usando definiciones muy jurídicas, pero 
no es lo mismo “enajenaciones forzosas” que “enajenaciones forzadas”. 


Respecto al artículo 70, nos parece muy complicado todo el procedimiento que se establece 
para la registración de esos títulos, por cuanto las personas tienen que dirigirse al Instituto Nacional de 
Colonización, lo que implica que se debe conocer y saber de qué se trata. Sin embargo, todavía no se 
ha hecho ningún tipo de “propaganda” -dicho entre comillas- ni se ha avisado a nadie de esto, y ello es 
muy grave porque si los afectados no se presentan, según lo que se establece en la ley, el bien 
retorna al Instituto sin derecho a indemnización alguna. En mi modesta opinión y tal como lo 
expresaron mis colegas, eso de alguna manera roza algunos límites establecidos por nuestra 
Constitución. 


Tal como señaló nuestra Presidenta, la Asociación de Escribanos del Uruguay está dispuesta 
a colaborar en lo que sea necesario, y así se lo hicimos saber también al Instituto Nacional de 
Colonización. Por lo tanto, quedamos a las órdenes de los señores Senadores. 


SEÑORA CASTRO.- Por supuesto, estamos dispuestos a responder cualquier interrogante que deseen 
plantear los señores Senadores y a aclarar las dudas que surjan de la exposición que hemos hecho. 


SEÑOR MUJICA.- Queda claro: se necesitaría una prórroga, porque los cuatro meses que implicaría el 
tratamiento del proyecto de ley en esta Casa -incluyendo a las dos Cámaras- no es suficiente. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- En ese sentido, puedo informar algo que manifestaron los colonos en la reunión a 
la que hice referencia, en la que, sabiendo que vendríamos a esta Comisión, comenté que a nivel 
parlamentario se estaba analizando un proyecto de ley modificativo. La respuesta de ellos fue la 
siguiente: “Sí, pero los tiempos políticos no son los tiempos de la gente”. 


SEÑOR MUJICA.- Pero no es el tiempo de los políticos; es el tiempo del Uruguay. Fijense la cantidad 
de escribanos y abogados que hay en el país. ¿De qué van a trabajar si no tenemos estos líos? Este 
es un país hecho para lo burocrático, que genera fuentes de trabajo en ese sentido. 


SEÑORA CASTRO..- Nosotros estamos, precisamente, para prevenir los líos. 
(Dialogados) 
El señor Senador prefiere la doctrina del common law. 
SEÑOR MUJICA.- Aquella da más trabajo a los abogados, y esta les da más trabajos a los escribanos. 


SEÑORA CASTRO.- Pero aquella da más trabajo a las multinacionales, señor Senador. 


SEÑOR MUJICA.- El otro problema tiene que ver con el proyecto de ley modificativo, que es el que 
contiene la solución de fondo. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- De acuerdo. 


SEÑOR LÓPEZ.- Para el futuro, y más allá de la instrumentación de un proyecto modificativo, sería 
importante que el Instituto Nacional de Colonización pudiera crear un registro mediante el cual se 
pueda brindar información al público. Ese mecanismo también serviría para que el Instituto adquiriera 
fondos, pues cobraría una tasa, como cualquier registro público que brinda información. De ese 
registro, nosotros podríamos obtener documentos oficiales, con los que podríamos trabajar con certeza 
jurídica, porque tal como lo expresó nuestra Presidenta, la Asociación de Escribanos está para prevenir 
y no para provocar alborotos. 


SEÑOR LAPAZ.- Quiero señalar que, por nuestra parte, el martes 13 de mayo presentamos un 
proyecto de ley modificativo, al que luego, en virtud de las sugerencias aportadas por la Asociación de 
Escribanos, hemos introducido algunas variantes. Hoy lo hemos presentado en el Senado -aquí está la 
copia que, si es posible, la podemos entregar a los representantes de la Asociación- a efectos de que 
se le dé el ingreso parlamentario correspondiente, junto con la minuta de comunicación remitida al 
señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, solicitándole que se aplace por seis meses la fecha 
prevista del 2 de noviembre próximo, día en que se cumple el año luego de la publicación oficial. 


SEÑORA AZAR.- Quiero aclarar que este texto contiene un proyecto modificativo que presenta la 
Asociación de Escribanos del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es un proyecto que presenta el señor Senador Lapaz. 
SEÑORA AZAR.- Es correcto, señor Presidente. Nosotros presentamos un proyecto modificativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, tenemos dos proyectos de ley: el que presentan ustedes y el del 
señor Senador Lapaz, ambos modificativos de la ley. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Creo que las dos iniciativas son compatibles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Senador desea hacer uso de la palabra, agradecemos la 
presencia de la delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 


SEÑOR MUJICA.- Sería bueno que este proyecto de ley que nos trajeron lo enviáramos al Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca y al Instituto Nacional de Colonización para que nos dieran su 
opinión por escrito; creo que no hay necesidad de que asistan a la Comisión, ni de complicar un partido 
fácil. 


SEÑOR LAPAZ.- Teniendo en cuenta lo que acaban de manifestar los representantes de la Asociación 
de Escribanos -con relación a la reunión que mantuvieron con autoridades del Instituto Nacional de 
Colonización- y según conversaciones que he tenido fuera de este ámbito, parecería que el Instituto 
Nacional de Colonización no estaría del todo de acuerdo con la modificación propuesta. Por tal razón, 
no sé si sería conveniente recibir una opinión por escrito; quizás sea mejor conversar de este tema en 
una reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al mismo tiempo, quiero plantear mi interés en el sentido de que el Directorio 
del Instituto Nacional de Colonización también concurra a los efectos de conversar con ellos sobre un 
tema que es público y notorio, como es el de las ocupaciones de predios en el interior del país que 
están en manos de ese Instituto. Concretamente, me gustaría saber qué medidas se están tomando y 
qué alternativas pueden existir. 


SEÑOR MUJICA.- Desde ya adelanto que soy partidario de impulsar alguna disposición para que los 
funcionarios públicos no hagan uso de las prerrogativas de tierras del Instituto Nacional de 
Colonización. Esos predios deben quedar para la gente que realmente los necesita. Estamos 
apretados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR MUJICA..- En el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca hay una persona que además de 
contar con un buen trabajo, tiene alrededor de mil cuadras que pertenecen al Instituto. ¡No se puede 
concentrar así la tierra! ¡Estamos desesperados por tierras! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que va a haber que legislar sobre ese tema y también sobre el de los 
propietarios de tierra que se han acogido a los planes del Instituto Nacional de Colonización, 
obteniendo determinadas adjudicaciones. 


SEÑOR MUJICA.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya que vamos a solicitar que concurra el Instituto Nacional de Colonización 
para referirse a este proyecto de ley, podemos aprovechar la oportunidad para conversar sobre todos 
estos temas. 


SEÑOR LAPAZ.- Señor Presidente: simplemente quiero aclarar que el proyecto de ley que he 
presentado en la jornada de hoy, recoge las variantes del que presenté el 13 de mayo con las 
propuestas de la Asociación de Escribanos del Uruguay. 


A su vez, primero se hace referencia al artículo 35 y luego al 70, a diferencia de la propuesta 
de los escribanos, que primero hablan del 70 y luego del 35. Nos parece que eso es lo que 
corresponde. 


Asimismo, se hace un pequeño agregado en el inciso octavo del artículo 35 donde se incluye 
a partir de cuándo se cuentan los diez días hábiles, lo que no se establece en la ley actual. 


Por otra parte, tal como expresé, se entregó una minuta de comunicación al señor Ministro 
de Ganadería, Agricultura y Pesca solicitando que se postergue por seis meses el plazo que -dado el 
año desde que está vigente la ley- vence el 2 de noviembre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, Secretaría coordinará la fecha de comparecencia del Directorio del 
Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR LAPAZ.- Habría que entregarles el nuevo proyecto, porque también hay una modificación en 
el artículo 1% del proyecto presentado en mayo. Allí se establecía la derogación del artículo 4%, pero 
después de haber conversado con la Asociación de Escribanos del Uruguay, decidimos dejarlo sin 
efecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por otra parte, el señor Senador Mujica había hecho un planteo en el sentido 
de organizar un ámbito de discusión sobre la concentración, extranjerización y uso de la tierra. Por 
tanto, creo que deberíamos ir dando instrucciones a Secretaría respecto a las instituciones o 
representantes que queremos invitar. 


Obviamente, creo que debemos recibir a la Federación Rural, a la Asociación Rural y a la 
Asociación de Colonos del Uruguay. A su vez, por la índole de tareas que cumple, también debemos 
escuchar la opinión del Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR MUJICA.- También deberíamos recibir a la Comisión Nacional de Fomento Rural. 


SEÑOR OLIVER.- Creo que deberíamos escuchar a las dos asociaciones de productores lecheros. 


SEÑOR MUJICA.- Se me ocurre que también debemos incluir a algunos conocidos formadores de 
opinión, como Seragro, que tiene una publicación interesante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También podemos invitar al señor Secco llla, que escribe cosas muy 
interesantes en la revista agropecuaria de “El País”. 


Propongo que se cite, también, al ingeniero agrónomo Álvaro Ramírez, quien fuera Ministro y 
que hoy es técnico y consultor. 


SEÑOR PÉREZ ANTÓN.- Hay varios economistas agrarios que convendría consultar. No sé si tienen 
algún tipo de asociación, por lo que habría que repasar individualmente todos esos nombres. 


SEÑOR MUJICA.- Está también el caso de Marcelo Pereira, Director de la Revista “Plan 
Agropecuario”, que fue Rector de la Facultad y actualmente tiene una consultoría. 


De todas maneras, creo que sería bueno que en la primera oportunidad recibamos al Director 
de DIEA, Fernando Hernández, ya que allí se lleva al día el estado de la propiedad rural. En este caso, 
su presencia no apunta tanto a que nos den una opinión, sino que nos presenten una radiografía de la 
situación actual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con que el señor Fernando Hernández sea el primer 
invitado, porque es el que nos va a dar un panorama objetivo de lo que está pasando. 


SEÑOR MUJICA.- Además, DIEA ha coordinado su labor con la de la Dirección Nacional de Catastro, 
por lo que tienen una información mucho más exacta; téngase en cuenta que en poco tiempo se 
producen serios cambios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito que por Secretaría se fijen las fechas para cada una de las visitas, 
según el acercamiento que se realice con las diferentes instituciones -a las que por supuesto se les va 
a plantear para qué son citadas- y sus posibilidades de asistir a esta Casa. 


SEÑOR MUJICA.- Me parece que sería conveniente realizar estos eventos una vez por semana, en un 
salón del Palacio, y que no superen las dos o tres horas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con el señor Senador en cuanto a que este tipo de evento 
no puede durar demasiadas horas porque nos cansa y agregaría que se deben invitar a no más de 
dos expositores. De esa manera, tendremos un espacio para poder formular preguntas. 


Por otra parte, informo a los señores Senadores que está pendiente el proyecto de ley sobre 
la suspensión de lanzamientos. 


SEÑOR MUJICA.- Propongo que se postergue su consideración por unos días más. 
(Apoyado) 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 57 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


